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TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

16002 Sala Primera. Recurso de amparo número 169/1987.
Sentencia número 99/1988, de 31 de mayo.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por don
Francisco Tomás y Valiente, Presidente; don Francisco Rubio Llorente,
don Luis Díez-Picazo y Ponce de León, don Antonio Truyol Serra, don
Eugenido Díaz Eimil, don Miguel Rodríguez Piñero y Bravo-Ferrer,
Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo número 169/1987, promovido por «Indus­
trias Santa Fe, Sociedad Anónima», representada por el Procurador de
los Tribunales don Argimiro Vázquez Guillén, y bajo la dirección de
Abogado, respecto del Auto del Tribunal Central de Trabajo de 19 de
mayo de 1986, que tuvo a la Entidad demandante por desistida del
recurso de suplicación interpuesto contra la Sentencia de la Magistratura
de Trabajo de Oviedo dietada en proceso sobre pensión de viudedad, y
en el que han sido parte el Instituto Nacional de la Seguridad Social,
representado por el Procurador de los Tribunales don José Granados
Weil y bajo la dirección de Abogado, MAPFRE, representada por el
Procurador de los Tribunales don Eduardo Morales Price y bajo la
dirección de Abogado, ha comparecido el Ministerio Fiscal, siendo
Ponente el Magistrado don Francisco Tomás y Valiente, quien expresa
el parecer de la Sala.

I. ANTECEDENTES

l. El Procurador de los Tribunales don Argimiro Vázquez Guillén,
en representación de «Industrias Santa Fe, Sociedad Anónima», pre­
senta el 12 de febrero de 1987 en el Registro General de este Tribunal
escrito por el que interpone recurso de amparo contra los Autos de la
Sala Tercera del Tribunal Central de TrabajO de fechas 19 de mayo de
1986 y 26 de noviembre de 1986, que declararon desistida a la Entidad
recurrente del recurso de suplicación interpuesto por la misma contra
Sentencia de 19 de noviembre de 1985 de la Magistratura de Trabajo
núm. 4 de Oviedo, dietada en proceso sobre prestaciones derivadas de
accidente laboral.

2. La demanda de amparo trae causa, en síntesis, de los siguientes
hechos:

a) ~te la M~stratu~ de Tr~bajo citada se siguieron autos
promo,:dos por dona. Glona González González, declarándose por
~ntenClade 19 de nOVIembre de 1985 su derecho a percibir pensión de
VI~dedad y, en. nomb~ de. ~u hijo menor de edad, pensión de orfandad,
asI como una mdemmzaClon a tanto alzado de siete mensualidades de
la base reguladora.~ tales pensiones (que era de 75.777 pesetas) y 5.000
pesetas como auxili.o de defunción, declarándose responsable directa de
todas estas pres1aClones a «Industrias Santa Fe, Sociedad Anónima»
(POr no haber dado de alta en el plazo legal al trabajador fallecido en
aCCldente laboral), y respon~ble subsidiario, para caso de insolvencia de
la Empresa, al InstItuto NaClonal de la ~ridad Social, absolviendo a
la Mutua Patronal MAPFRE de las petiCIOnes de la demanda.

~) ~ Empr~ anunció el 26 de noviembre de 1985 recurso de
supli~ón,conslgnand? en metálico la indemnización a tanto alzado y
el auX!-lio por de~nclón, así como el depósio de 2.500 pesetas,
procedl~ndo la Magistratura a interesar del INSS la fijación del importe
del capital coste ~ las pensiones reconocidas, lo que hizo dicho
Organismo, por esento que tuvo entrada el 18 de febrero de 1986 en la

Magistratura referida, señalando como tal capital la cantidad de
9.860.676 pesetas.

c) La Empresa aportó el 14 de marzo de 1986 ante la Tesorería
Territorial de la Seguridad Social aval bancario por la cuantía indicada
de 9.860.676 pesetas para garantizar el importe del capital-coste de la
pensión, haciéndolo con escrito del que suplicaba devolución de copia
como prueba de que estimaba correcta la garantía constituida para su
presentación ante la Magistratura. Dicha copia le fue dada y la aportó
a la Magistratura de Trabajo que, por providencia de 17 de marzo de
1986, tuvo ~r cumplimentados los arts. 180 y 183 de la LPl..», dando
trámite al recurso de suplicación.

d). El Tríbunal Central de Trabajo por Auto de 19 de mayo de 1986
resolVIó declarar a la Empresa recurrente desistida de su recurso por no
haber consignado el capital importe de las pensiones reconocidas en la
Sentencia recurrida, consignación que entendía debió efectuarse en
dinero .co!l inmediato reembolso de la suma necesaria- para que el
benefiClano de la condena pudiera empezar a cobrarla sin dilación.

e) Contra el Auto referido recurrió en súplica el 23 de junio la
Empresa demandante de amparo, acompañando a su recurso certifica­
ción de la Magistratura acreditativa de que hasta 23 de junio de 1986 no
se había solicitado la ejecución provisional de la Sentencia de instancia,
invocando la Entidad recurrente que los beneficiarios de la condena
estaban cobrando sin dilación alguna las prestaciones otorgadas, pues el
INSS, por medio de la Tesorería Territorial de la Seguridad Social que
a~tió el aval bancario como suficiente, abonó y viene abonando las
penSIOnes decretadas. El recurso de súplica fue desestimado por Auto de
26 de noviembre de 1986, notificado el 20 de enero de 1987 a la
representación de la Empresa, en el que el Tribunal Central de Trabajo
razona que el hecho de que los beneficiarios de la condena vengan
percibiendo las pensiones reconocidas no puede favorecer a la parte
recurrente que ha incumplido la formalidad de consignar.

3. Alegaba en su demanda de amparo la Empresa recurrente que las
resoluciones impugnadas infringen el arto 14 C.E., al aplicar el arto 180
de la LPL, cuya declaración de inconstitucionalidad insta, en el que se
exige para recurrir ingresar el capital importe de la prestación reconocida
en Sentencia, discriminándose a los empresarios frente a los traba­
jadores.

También entiende que el arto 180 citado infringe el derecho a la
efectiva tutela judicial, vulnerado por las resoluciones impugnadas dado
que la exigenCla de dicho art. 180 se ha cumplimentado garantizándose
el cobro de la pensión durante la sustanciación del recurso, pues el aval
bancario presentado fue admitido a plena satisfacción de la Entidad
gestora y de la Magistratura de Trabajo, que tuvo cumplido el repetido
requisito y se ha cumplido la finalidad del mismo, no siendo impedi­
mento el aval para que los beneficiarios de la condena hayan venido
percibiendo del INSS, también declarado responsable subsidiario, las
pensiones desde el inicio, ni para que las sigan percibiendo, pues la
Empresa tiene suficiente solvencia o garantía para cumplir la obligación
adquirida al aparecer avalada por Entidad bancaria de reconocido
crédito. Por otra parte, la jurisprudencia de este Tribunal (SSTC de 25
de enero y 28 de febrero de 1983) permite, a juicio de la demandante,
que los depósitos a efectuar para recurrir se sustituyan por otros medios
igualmente seguros.

Suplicaba, por ello, la nulidad de los Autos impu~ados y que le sea
admitido a trámite el recurso de suplicación formallZlldo, así como se
declare inconstitucional el arto 180 de la LPL o que las Magistraturas
deben adoptar mayor flexibilidad en su aplicación.

Por otrosí, solicitaba la suspensión de la ejecución de la Sentencia
dietada por la Magistratura de Trabajo de Oviedo durante la sustancia­
ción del recurso de amparo.
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~*;~ 4. La sección Primera de este Tribunal acordó, en providencia de
"'~.1' 11 de marzo de 1987, admitir a trámite la demanda de amparo e
.;,1': in,-," ele loo órpnoo judiciales interviDientes en el proceso l?"'vio la
'2-;~ mniaión ele 1aa lIdU8CÍones correspondientes y el emplazarmento de'f¡.i quienes hubiesen sido parte en el mi.mo.
~..;,J En providencia de 13 de mayo de 1987, la sección indicada acordó
',)'., tener por com\llRCÍdo. en el recurso al Instituto Nacional de la
l' ..¡" SoauritI&d SocW Y a la Mutua Patronal de Accidentes de TraboJo
.:.:~,., MAP!'RE, que .. hablan penonado en forma y tiempo oportunoo.
j¡~~;;! Asimismo, aconl6 dar vista de las actuaciones recibidas a la parte
~,.'r recumate, a 1aa demás~ penonadas Y al Ministerio Fiscal para
:'~ ~=ormida!I con el art..52.1 de la LOTC, pndieran presentar 1aa
.:.~"{; que CItiIDatI.D. pertinentes.
:~;i 5. La Entidad recumate en amparo, en .u escrito de a1epci0nes,
;t,y.. expmaba, despu6s de indicar que lo. an~tesde hecho. relatados
'> .r,~.;,.~ =: corroborados por las actuaCIOnes aportadas, que en su
't.;~.. -instan' -de este Tribunal una interpretación más flexible,
'1;;:;1 ~":¡" cuulatica del art. 180 de la LPL, al entender que el cobro
:'>:1; ele la .. pranti2a tanto con un depósito de dinero efectivo como
.:-,;';:;. con la presentación de UD aval bancario, frente a lo cual el criterio del',}:i Tn"bwWCen~ de T'1'boJ.o ha sido restrictivo y literal; por lo que insta
,.•.. ,; que .. deelare mcollSlilUdonal el art. 180 de la LPL o .. faculte a la
~'-:":~l ~tura para ~ten supuestos excepcional~ una mayor
;';'¡" ftexibilidad en su aplioación. Daba por reproducido, en lo demás, .u
.¡~:.~ acrito inicial.
:-1'.,' 6. La representación del Instituto Nacional de la Se¡uridad Social,
:;•.. ';, en su escrito de a1epci0nes, solicitó la denepción del amparo pedido.
~':":;.;(: AqumeDta:ba. al respecto, que el presente caso tiene de común con otros
.~~¡ precedentes de este Tribuna1 Con.titucional el que trata el tema de 1aa
;.J.r: COPvp'Óones proccaales para la interPOSición -de deíerminados recur·
~J;' sos y, por ello, pretende una' interpretaciÓD flexible del arto 180 de la
;]1(;( LPL, acorde con 1aa Sentencias de este Tribunal, que cita, en eso' otro.
.:::'~ casos. Hay, sin embar¡o, UD matiz diferenciador de este .upuesto
'.~:';'. respecto de los nreoedentes aludido., consistente en que .. exige la
;"~"; IX'n......clÓD def capital coste de la pensión no para pranti2ar la
...:~" ejecución de la Senttncia recurrida, si ista tuera confirmada, sino para
~j;~ aseaurar su cum~iento o ejecución provisional, de conformidad con

~gj ~~te~:'ci'::': ~~~~':J":roJ.~~:
.C'·! oto<pDdo la protección de la Seauridad Social no debe ser tardia, por

;··...~.!;i ~ÓDel'=; ;I~ ~J;.PL~: ~~::,~si~r~Jt~ ~ ~
..... "" eIectáa, el abono ele la pensión no va a tener 1_ al no exi.tir fuente
. ;.~, lInanciera sfec:tada a ti! fiMUdad Por ello la alepción de que loo
.','Ti bene6ciari00 de la penslÓD vi~ percibi&ldola, a más de no estar
·i~<:; probada, no altera en nada la oblipc16n de la Empresa de constituir el

:::J ~:,:eq~er~o a la tutela judicial, en concreto el acceso al
>;-:.:\' Trihunal Superior,=.rntarse o modularse en su a¡>Jicación en aras

':· ...:,i..·~.::·•.,:.: :.T~~ r. eja:uci:~tj.~"t::.~n: ~u~~=
, tal ejecuI¡lón. Cuando en UD prooeso judicial .. venli1an derechoo

... , relacionados con 101 aaqurados en el stIteIIl8 de la Squridad Social:.)y, búico al que el art. 41 C.E. .. relIere, DO .. trata de pranti2ar la.,:;¡, ejecución del1illo, sino que ftte .. ha de ejecutar provision8lmente, por
J,";' lo que resulta potenciada la modulación del art. 24.1 C.E., exigi&ldose

..•., que tal ejecución se produ2ca por al¡una de 1aa vlasque el art. 180 de

.,.·.r.1.··.: la LPL establece. En la contraposición entre el clerecbo del ase¡¡urado a
que, siquiera provisionalmente, .. atienda la situación de necesidad en

;':, ~.~ que .. _tra Y el clerecbo de acceso al Trihunal Superior, debe
14;~ :':'s.=~~.1clerecbo de aquel, por 1aa razones expuestas

." Terminaba ......ndo que la aducida inmcciÓDdel art. 14 CE. ..
;.:;~.'i' contradiA1e con los razonamientos en 1aa Sentencias de este Tribunal de

;.i.·.>.;,i;~.i ~:~;:;;:~;;;~7;=;~;
. En relación con la aducida infracción del art. 14 c.E. por el arto 180

:.',:.~.)¡.; =~~;::~~~~:=s""=~:~i~~
• tratamiento diferenciado respeto a 1aa Entidades ~ras de Seguridad

.'j !'.~ Social, por razones obvias. y siendo evidente, a su Juici~. que no tendría
..... ,.,. nin¡una virtualidad prever la misma obliaación de dePóSito para 101
',).;.,:~.,:, traboJadores, cuando 6stos no podrían resUltar oblipdo. o condenado.

al _ de una pensión, siendo quienes en tal situación estén a lo que
~;.~?; .. impone la mencionada oblipción de depósito. La finalidad del
"." art. 180 LPL, por otra parte, es garanti2ar el cumplimiento inmediato
:'H:~: de la Sentencia Y. en definitiva, dar cumplimiento alJ.rincipio de la

.•.~:.~.;..t.,··~.i,:,~.;.:... ~:t~~-=i~~~~; ~:='~~~~i~ I~
, O~ÓD que .. combate en el recurso, si tal desigualdad no ..

oomaiera con medidas como 1.. que del art. 180 de la LPL.
:.::.:.:.~';,
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Tampoco .. produce -señala-- violación del art. 24 C.E, pues la
exigencia de depósito no supone impedimento para que el empresario
pueda acudir • la garantiD del recurso, sino simplemente armoniza su
clerecbo a tal garantiD judicial Yel ele 101 benellciaiioo a obtener la tutela
judicial efectiva de .us clerecboo y el _ inmediado ele 1aa pensiones,
sin esperar a que se resuelva un recuno que podrfa ser mera aqueja
dilatoria. Estimaba que no son, al respecto, arsumentos "'Iidoa el ele la
dificultad de obtener en poco tiempo una cantidad e1evada, poea ..
dispuso de tiempo suficiente, Di que la Senttncia declarara tambi&l
responsable al INSS, poea tal responsabilidad lo era con c:ancter
subsidiario para caso- de insolvencia del patrono, circunstallCia que no
se ha dado, pues la propia recurrente sfirma .u solvencia.

Rechazaba, por último, la aplicación al caso de 1aa Sentencias
invocadas que permiten sustituir los depósitos por otros medios que no
sean en efectivo, al tratarse de. supuestos distintos Y no ser el aval
bancario suficiente para el _ en efectivo, que es de lo que aquí ..
trata. A eUo aíladia que una interpretación Ilwble de este art. 180 de la
LPL vu1nerarfa el pnncipio de ~..kuridica,viniendo, ademú, la
'ohlipción de con........ de UDa \lf1l10 tradición del ordenamiento
laboral, por razones que enlazan con la Ilúta de efecto. suspensivos del
recurso en estos supuestos, Y con el fin de evitar que la prantia de
recurrir de una parte demore o lesione el derecho renocido ya en
sentencia a otra parte, demora que~ favorecer una renuncia de
derecho. que repugna al ordenamiento laboral,

8. El Fiscal ante el Trihunal Constitucional formuló escrito de
alepciones en que, traa referirse a loo antecedentes de hecho del caso y
al contenido de la demanda de amjlllrD, indicaba que desde la STC
3/1983 viene diciendo el Trihunal Constitucional que el arto 14 de la
Constitución (fundamento juridien 3.·) «DO establece UD principio de
igua1dad .bsoluta que pueda omitir tomar en consideración la existencia
de razones objetivas que razonablemente justifiquen la desiatta1dad de
tratamiento lepbo. Y, iefiri6ndose al arto 170 de la Ley de Prncwtimiento
Laboral, dijo en aquella Senttncia que tal prece¡>to no era inconstitucio­
nal cuando establecia la oblipción de con.._ el importe de la
condena, desde el momento en que la diferencia de tratamiento en
relación a la consi¡nación .. vincula razonablemente a la finalidad
compensadora del ordenamiento laboral -la ioualdad real en el imbito
de las relaciones laborales exi,Ie UD mlnimo a.. desi¡ualdad formal en
beneficio del traboJndor-, no siendo por tanto, desde este punto de vista,
el art. 170 de la Ley de Proc:edimiento Laboral contrarie> al art. 14 de la
Constitución. PartieDdo de esta premisa, se6alaba que el arto 180 de
Procedimiento Laboral penjgue. un múlliple efecto: Evitar recursos
dilatorioo yasesurar al beneficiario el percibo de la pensión durante el
tiempo que dura la tramitaciÓD del recurso. Ambas finalidades vendrlan
a ju.tificar en este caso la posible desiaua1dad y a1ejar1an cualquier roce
de este precepto con el art. 14 de la Con.titución.

En relación con la inmcci6n del art. 24.1. c.E., reproducla el Fiscal
lo dicho en la citada STC 3/1983, aAadiendo que 10 mismo podrIa
decirse para el art. 180 de la Ley de Procedimiento Laboral, son a1Bunas
difi:rencias que ponia de relieVe a continuación. """al.ba, al respecto,
que el art. 170 de la Ley de Proc:edimiento Laboral establece la
oblipción ~e co.m- la cantidad objeto de la condena,. pero tal
medida tie.. por firialidad, entre otras; el _ la ejecución de la
Senttncia si posteriormente es confirmada y evitar una eventual
desaparición de los medioo de ~. Por eso pudo decir en la referida
Sentencia del Tribunal ConstilUdonal que, para .uperar la excesiva
rigidez de la norma y evitar la imposibilidaddil recurrir en .upuestos de
fiJta de medioo o de simple Ilúta de liquidez, seria conveniente que el
legislador ....formara el art. 170 Y conexos de la Ley de Procedimiento
Laborab>, permitiendo .ustituir la consiBnación en efectivo por otro.
medios conocidos ysepros, con e! aval baDcario. etc., y que, mientras
esto no ocurra, loo Trihunales deberúl efectuar una interpretación

. propesiva y ca.uística que, en cIetenninados supuestos, condU2al a
permitir aquella sustituci6n.

Indica el Fiscal !I'!" el art. 180 de la Ley de Procedimiento Laboral
tiene entre sus finalidad.., la de asegurar «81 beneficiario el percibo de
la pen.ión durante el tiempo que dure la tramitación del recnrso>t.
Natura1mente que, en princiP.io, la finalidad del precepto no .. cumpli.
rla si .. sceptara la .ustitttei6n ele la oblipción que iml"'ne -«iJlpaar
en la Entidad Gestora o servicio comÚD correspondiente el capital
importe de la orestación declarada en el filio»- por la de presentar, por
ejemplo, aval bancario, ya que eUo no saesuraria el percibo provi..onal
Y continuado de dichas pensiones. Por eso, en el caso del art. 180 de la
Ley de Procedimiento Laboral, loo Trihunales, justificadamente, ..
vienen oponiendo a la viabilidad del recurso si no se acredita el efectivo
ingreso del capital importe de la prestación. Ello, al ser proporcionado
con la finalidad del precepto y ser razonable, no constituye fiJta de tutela
judicial.

Pero en el presente caso -advertfa el Fiscal- la propia pensionista,
Gloria González González, .reconoce expresamene «Que viene pera.
biendo la pensión de viudedad-orfandad mensualmente a travá de la
~dad Social» (escrito de impuanación al recurso de .úplica de 24 de
julio de 1986), lo que coincide con lo dicho en el mismo recurso de
súplica (23 de junio de 1986) y en el amparo, que indican como dato
demostrativo, y que es cierto, que el INSS no ha impuanado la
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viabilidad del recurso de suplicación, como tampoco lo ha hecho la
citada pensionista. El Tribunal Central de Tra\JoJo tuvo cOllOCimiento de
estas particulares circunstancias e incluso las dejó patentes cuando en su

. Auto de 26 de noviembre de 1986 afirmó que el hecho de que la
reclamante perciba las pensiones de viudedad Yoñandad declaradas en
la Sentencia no puede favorecer a la parte recurrente (<<.Industrias santa
fe, Sociedad Anónilll8»), que ha iucumplido laformalidad de consignar
el unpone del capital de ta1es pensiones, pues de dicho pago y mientras
durase la tramitación del recurso la única responsable era la Empresa
codemandada.

Eata interpretación del art.180 de la Ley de Procedimiento Laboral
Cfectuada por el Tribunal Central de Trabajo en el asunto concreto que
DOS ocupa pudiera parecer excesivamente rígida, convirtiendo la obliga­
ción del arto 180 de la Ley de Procedimiento Laboral eo un innecesario
formalismo, apareciendo desproporcionada con las finalidades del
precepto. si sé atiende principalmente a que en este caso la pensionista
viene percibiendo su ~nsión y, por 10 tanto, se viene cumpliendo la
finalidad que el reqwsito del art. 180 de la Ley de Procedimiento
Lahoral pretende garantizar. .

Continuaba el Fiscal diciendo que es verdad que el arto 229 de la Ley
de Procedimiento Laboral dice' que «las Sentencias dictadas por las
Mqistraturas de Trabaj0r condenatorias al pago de pensiones de la
Squridad Social, serán ejecutivas aunque el..• condenado interponga
recurso.•. de suplicación». pero tambi~n es cierto que el beneficio de la
cjecuci.ón prOVIsional que ahí se establece queda garantizado mediante
la obli¡ación de ingreso en la Entidad ¡estora de la Se8uridad Social del
capital coste de 1aS¡ pensiones. Si en el caso presente, la Empresa
directamente responsable no in¡resa el capital coste de las pensiones es
claro que, ~r sí misma. no p.rantiza la ejecución provisional de la
Sentencia. Sin embargo sigue siendo cierto que en este caso se están
pa¡ando las pensiones Y. además, su importe se encuentra garantizado
,por un aval bancario. Ello hace C}ue nos inclinemos, en este especial
supuesto, a favor de la procedencIa del recurso de suplicación, ante el
aquietamiento en este punto del mismo mSS y de la propia pensionista,
y ante las consecuencias que para el mismo recurso de suplicación
~ ,tener una eventual suspensión en el pago de las pensiones,
lDlprobable, si se considera la garantía bancaria con la que cuenta a su
favor el INSS y la obligación y derecho que le viene lmpuesto en el
art. 96 y concordantes de la Ley General de la Seguridad Social.

Por tódo ello, concluía, los Autos del Tribunal Central de Trabajo,
impugnados. si bien razonados. crean al recurso un obstáculo innecesa­
rio, no justificado, y asl lesionan el derecho dél arto 24.1 de la
Constitución, por lo' que interesa el otorgamiento del amparo que se
solicita en cuanto a declarar la nulidad de los_Au~os del Tribunal Central
de Trabajo de 19 de mayo de 1986 y 26 de noviembre de 1986 con las
precisiones'e indicaciones expúestas.

9. En la pieza de suspensión tramitada,· se acordó por Auto de 22
de abril de 1987 no haber lugar a la susl!""sión solicitada de la ejecución
de la Sentencia de la Mqistratura de lDstancia; .

10.. Por providencia de 13 de enero de 1988 se señaló para
déliberación y votación del~te recurso el ella 11 de abril de 1988,
en cuya sesión quedó errmlDorfa el proyecto de Sentencia presentado
poi" el Ponente Mapstrado don Luis Diez·Picazo y Ponce de León,
asumiendo la Ponencia el Presidente de la Sala quien presentó otro texto
de la misma para nueva votacion y deh"beración, que tuvo lugar el dia
23 de mayo en curso.

II. FUNDAMENTOS JURIDICOS

1. Impugna la demandanti; de amparo el Auto de 19 de mayo de
1986 de la Sala Tercera del TribuDal Central de Trabajo, confirmado por
el de 26 de noviembre de 1986, que le declaró desistida del recurso de
suplicación por no haber consignado el capital coste de las pensiones a
cuyo pago había sido condenada en la Sentencia de instancia. Tal
coDSi¡nación viene exipda por el arto 180 de la Ley de Procedimiento
Laboral, precepto aplicado al caso por las resoluciones judiciales y
determinante de la decisión en ellas adoptada. Por la! razón, la parte
recurrente insta no sólo la anulación. de los Autos impugnados, sino
tambien«que se, declare inconstitucional el arto 180 de la LPL en lo
referente al ingreso en la Entidad Gestora del capital impone de la
prestación... o alternativamente señalando que la Magistratura de
Trabajo, en supuestos excepcionales, adopten una mayor flexibilización
en su aplicación, estableciendo otros medios concisos y seguros para la
sustitución del ingreso en efectivo...».

Para delimitar el objeto de este recurso, debe advertirse, ante todo,
que la pretendida declaración de inconstitucionalidad de norma con
fuerza de ley no tiene cabida en un recurso de amparo, sin petjuicio de
lo. previsto por el arto SS de la LOTe, en virtud del cual, en este proceso,
hemos de hmitarnos a examinar si la Ley aplicada por las resoluciones
impugnadas lesiona. derechos ñmdamentales o libertades públicas, en
concreto los aducidos en la demanda de amparo, elevando, en su caso,
la cuestión al Pleno, único que podría declarar la inconstitucionalidad
de dicba Ley.

También deberá examinarse, por otro lado, si los actos impugnados,
por razón distinta a la que el citado arto 55.2 expone, violan los derechos
fundamentales invocados.

1 .
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2. El primer reproche diri¡ido por la Entidad recumonte al arto 180
de la LPL Ya las resoluciones que lo aplican es el de inftin¡ir el arto 14
C.E., porque discrimina a los empresarios frente a los trabajadores.

Dicha vulneración del derecho ex arto 14 C.E. no puede apreciarse,
de un lado, porque el examen de las actuacioDes revela que no fue· tal
derecho fundamental invocado en momento alguno en el PtoeeS9 previo
y, en concreto, en el recurso de súplica que la Empresa formuló,
lUCUUlpliendo así el requisito previsto por el art. 44.1 cl de la LOTC,
cuya falta opera, en este momento. como motivo desestimatorio.

Aun salvando tal óbice, no puede compartirse Ia- tesis de que el
precepto legal o las resoluciones. impu¡nadas suponpn lesión del
derecho fundamental que el art. 14 C.E. reconoce, en el sentido alegado
de que discriminen a los empresarios en relación con los trabajadores,
en aspecto que no concreta, pero que parece consistir en la exigencia sólo
a los primeros de la consignación debatida. Y no cabe desestimar que
se contraríe el art. 14 C.E. por icUnticas razones a las que este· Tribunal
apreció en sus Sentencias 3, 9, 14 Y lOO, todas de 1983, a propósito de
otras consi.¡naciones'1wa recunir, Y·Que los comparecidos y el Fiscal
han recordado con exactitud, no siendo necesario reiterarla aquí.

En niogún sentido o aspecto, pues, cabe apreciar infraeción del
arto 14 c.E. por el precepto legal, ni las resolUCIones judiciales siguen
criterio discnminatorio o desigual que merezca ser ~surado.

3. El derecho a la tutela judicial efectiva, que el art. 24.1 C.E.
reconoce, es el segundo invocado por la Entidad recurren1e, DO tanto por
considerarlo vulnerado por el repetido arto 180, sino por esrimar que
obli", a una aplicación IIeltible de tal precepto lepI que admita la
sustttución de la c:onsi¡nación en metálico por otros medios seamos. Tal
construcción explica que no ruone la recurrente por q~ podrúI
contradecir dicba norma legal a aquel precepto constitucional, limitán­
dose a destacar cómo una interpretación finalista y llexible de la norma
legal, en atención a -las circunstancias del caso, debió conducir al
Tribunal Central de Trabajo a considerar cumplimentado el requisito
legal. A la ponderación de los fundamentos es¡pimidos en favor de su
pretensión .-que le sea admitido el recuno de suplieación por haber
cumplido el requisito en cuestión- hemos de limitarnos. por tanto.

4. La parte demandante, a propósito de la oposición entre el
art. 180 de la LPL Yel 24 de la Constitución apenas se limita a formuiaI
alguna afirmación tan¡encial al pedir a esta Sala que plentee cuestión de
inconstitucionalidad al Pleno sobre el carácter excesivo del requisitc
consistente en ingresar «el capital importe de la prestación declarada en
el fallo.: Una Sentencia de amparo no es el lugar adecuado para
formular juicios de constitucionalidad de la nonoa, s81vo en la bipótesü:
prevista en el art. 55.2 de nuestra Ley ~ca. En el caso que no,
ocupa, aunque,. por lo que razonaremos de mmediato, la Sala esti~a el
amparo solicitado, conviene advertir que el otorpmiento de lo pedidc
no se debe a una oposición entre la norma del arl 180 LPL Y la del
arto 24.1 de la Constitución.

En efecto, el requisito exigido por el precepto citado es por complete
razonable, está expresamente justificado y en modo al¡uno conStituye
un obstáculo irracional o desmesurado para el ejercicio del dereche
fundamental reconocido en el art. 24. CE.. consistente en este cuo eD
el ejercicio del recurso de suplicación. Es razonable que ¡lira proteger ,
lo largo de la sustanciación del recurso a los beneficiarios de le
prestación se _re no sólo la solvencia de la Empresa _te a lo.
electos del pago de la prestación en caso de desestimación del recurso.
para lo cual podria bastar la garantla banearia en todo caso, sino 1<
pen:epción inmediata y continua de la prestación mientras se tramite el
proceso, y para ello resulta en principio razonable y proporcionado allin
propuesto la exi¡encia de in¡resar el capital, lo que I'efI!Ilte disponer del
mismo sin problemas de liquidez y sin demoras i!\Justificables para IOf
beneficiarios de la prestación. Nada, P~l bay que obietar a la norma
en términos generales, salvo, quizá, su f8Jta de flexibilidad..

En la STC 3/1983 del Pleno de este Tribunal dijimos que _
conveniente que el leaislador, para superar la excestva ri¡idez de la
norma, reformara elart. f70 y conexos (de la LPL) para que evitara le
imposibilidad de recurso en supuestos de taita de medios o de simple
falta de liquidez, a través de este último su~o de medios conocidos
y seguros empleades en la ~ca económIca -aval bancario, depósito
de valores, ete.- de modo sunilar a como lo prevé el art. 183 LPL para
laS empresas concesionarias de servicios públicas». La recomendación
alli apuntada y recordada dentro de este recurso por el Ministerio Fiscal
en su escrito de alepciones no puede ser impuesta all....slador soberano
sin que, por otra parte, la omisión de tal posible reforma constituya un
obstáculo insalvable para el iD~, que puede, como vamos a ver,
habúselas con una norma que no prevé excepciones ni medios alternati­
vos de garantía)' sin embargo, apreciar en alguna ocasión y con criterios
hennenéuticos iínalistas cumplido el requisito exi¡ido aunque no se
baya ingresado el capital.

5. Eato es cabalmente lo que debió hacer el Ter en sus Autos ahora
impugnados. Afirma el recurrente en su demanda de amparo que los casi
diez. millones del capital de la l'!""tación le resu1tó una cantidad
«elevada y de muy dificil obtenCIón en el cono espacio de tiempo
establecido para el anuncio del recurso» por lo que logró que fuera
«convenientemente avalada por entidad bancaria de mbimi solven­
cia». Eato no hubiera bastado por si solo para dar por cumplido el
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requisito del art. 180.1 LPL, pero lo cierto es que la Entidad gestora no
sólo aceptó el aval, sino que, en consecuencia, pagó a su tiempo la
prestación debida cuando se produjeron los plazos correspondientes, de
lo cual quedó constancia en las actuaciones por medio del certificado de
la Secretaria de Magistratura declarando que «DO ha sido solicitada ni
despachada ejecución provisional de la Sentencia» Que la hoy recurrente
quiso impugnar en suplicación, de donde se infiere que la beneficiaria
de la prestación estaba cobrando las indemnizaciones y la pensión, tal
como, por lo demás, afinnó la representación procesal de «Industrias
Santa Fe, Sociedad Anónima» en su recurso de súplica frente al Auto de
t 9 de mayo de 1986, sin ser contradicha por nadie.

E! fin propuesto por la norma para exigir el ingreso del capital ha
sido, pues, cumplido. Es cierto que la Entidad gestora pudo negarse a
hacer efectivos los pagos, pero es no menos cierto que sin atenerse a una
interpretación literal del art. 180.1 de la Ley de Procedimiento Laboral
aceptó el aval bancario y pagó. Por eso no es aceptable la afirmación
contenida en el citado Auto cuando se sostiene que dicho «abono no
podía realizarlo el Ente Gestor con cargo al condenado recurrente si éste
se limita a presentar un aval bancario», ya que consta que sí lo realizó.
El Ter pudo requerir pruebas de que tal abono estaba realizado, pero
no pudo negar tal posibilidad, de hecho cumplida, y con base en tal
negativa declarar a la parte recurrente desistida del recurso de suplica­
ción. En su segundo Auto, el de 26 de noviembre, el Ter afirma que
la recurrente «ha incumplido la formalidad» de ingresar el capital. Ello
es cierto. Pero habiéndose cumplido el fin propuesto por el legislador de
modo expreso al requerir el ingreso del capital, la exigencia de aquella
«formalidad» se convierte en un formalismo excesivo que obstaculiza
sin razón suficiente el ejercicio por parte de la demandante de su
derecho fundamental a los recursos que el ordenamiento laboral le
brinda. Por consiguiente, se impone el otorgamiento del amparo y la
correspondiente admisión a trámite del recurso de suplicación.

FALLO
Estimar parcialmente el recurso de amparo interpuesto por «Indus­

trias Santa Fe, Sociedad Anónima» Y. en consecuencia:

Primero.-AnuJar los Autos de la Sala Tercera del Tribunal Central de
Trabajo de 19 de mayo y 26 de noviembre de 1986.

Segundo.-Reconocer a la recurrente su derecho fundamental a la
tutela judicial efectiva

Tercero.-Retrotraer las actuaciones procesales al momento inmedia­
tamente anterior al Auto de 19 de mayo de 1986 para que el Tribunal
Central de Trabajo admita el recurso de suplicación en su día formali­
zado y presentado y le dé la tramitación correspondiente.

Publiquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid a treinta y uno de mayo de mil novecientos ochenta
y ocho.-Franclsco Tomás y Valiente.-Francisco Rubio Uorente.-Luís
Díez-Pícazo y Ponce de León.-AntonioTruyol Serra.-Eugenio Díaz
Eimil.-Míguel Rodríguez·Piñero y Bravo-Ferrer.-Fínnados y rubrica­
dos.
Voto particular queformula el Magistrado don Luis Diez-Picaza y Ponce

de León en el recurso de amparo número 169/1987
Coincido con la tesis de la Sentencia en -que el requisito exigido por

el arto 180 de la Ley de Procedimiento Laboral es por completo
razonable, está expresamente justificado y en modo alguno constItuye
un obstácuJ.o irracional o desmesurado para el ejercicio del derecho
fundamental que protege el art. 24 de la Constitución consistente, en este
caso, al ejercicio del derecho al recurso de suplicación. Sin embaf$o, creo
que la aplicación de tales premisas generales debió condUCIr a la
conclusión de que, en el caso concreto, no se produjo vulneración del
derecho a la tutela judicial efectiva por la denegación que el Tribunal
Central de Trabajo hizo de la admisión del recurso por incumplimiento
del repetido arl 180. Ello es así, porque, de un lado, es evidente que no
se consignó en metálico el capital, coste de la pensión por la Entidad
recurrente. como lo es que ésta, ni al anunciar el recurso de suplicación
el 26 de noviembre de 1985 ni en momento posterior alguno ha aducido
insuficiencia de medios para litigar, sino, por el contrario, ha hecho
reiteradas protestas de solvencia. Para justificar la presentación del aval
sólo ha aducido una especie de falta de liquidez momentánea, al referirse
a que la cantidd era «elevada y de muy dificil obtención en el corto
espacio de tiempo establecido para el anuncio del recurso», alegación
inacogible no sólo porque la consignación nunca ha de ser coetánea al
anuncio del recuno (en los ci,nco días siguientes a la notificación de la
Sentencia), sino también porque, en el caso. el anuncio del recurso lo
formuló el 26 de noviembre de 1985 Y sólo fue requerida para. ingresar
el capital coste de la pensión por providencia de 10 de marzo de 1986
de la Magistratura (folio 131 de los autos de ésta), no siendo, pues, corto
el espacio de tiempo que dispuso para obtener una suma, no dificil de
atender con la solvencia y garantía que se atribuye.
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No mediaron, por tanto, circunstancias justificativas de la flexibiliza­
ción, que tampoco pidió en un primer momento, ni cabria estimar que
cumplíera con el requisito legal aun reconociendo la posibilidad de
flexibilizar su cumplimiento con medios sustantivos, dado que el medio
aportado u ofrecido fue un aval bancario, que, según criteno razonable
del Ter, «implica el cumplimiento de su futuro pago de no realizarlo
el deudor principal y directo, mas no el inmediato desembolso de la
suma necesaria para que el beneficiario de la condena pueda empezar a
cobrarla sin dilaciÓn». Negaba, pues, que con tal aval se asegurara en
forma suficiente el pago de las pensiones a los declarados como
beneficiarios, y ello implica el incumplimiento de la condición antes
expuesta para admitir la posibilidad de flexibilización, sin que baste,
como la parte recurrente viene a argumentar, que el aval bancario no sea
impedimento para el cobro de las pensiones, pues es su virtualidad o
efectividad, en una calificación legal del contenido o términos en que el
aval se presta, lo exigible y aquí no concurrente.

Se alegaba, por último, y ello por la parte aetora y por el Fiscal. para
fundar la petición de que se considere cumplido el requisito, el dato de
que la Empresa recurrente no había sido la única declarada responsable,
por la Sentencia de instancia, al pago de las prestaciones. sino que
también lo fue el Instituto Nacional de la Seguridad Social -y que éste
ha venido abonando tales pensiones- a sus beneficiarios. Que tal abono
ha venido dándose no es hecho que parezca discutible, pues el TCT 10
admite en su Auso de 26 de nOV1embre de 1986, pero de ello no cabe
concluir que quien pretendía recurrir en suplicación cumpliera el
requisito legal, pues el INSS no ha pagado en su nombre ni por su
cuenta, en virtud del pacto o norma legal, dado que el TCf entendió -y
ello resulta cuestión de legalidad ordinaria sobre la que no cabe aquí
pronunciarse- que del pago de las personas «mientras durase la
tramitación del recurso la única responsable era la empresa deman­
dada». Tal criterio evidencia que el ~go que haya venido efectuando el
INSS podría éste y los órganos judiCIales considerarlo indebido, cesando
en el mismo, quedando desprotegídos los beneficiarios cuyos derechos
era la recurrente la única responsable en hacer efectivos o asegurarlos
efectivamente.

A ello se une que el INSS sólo fue declarado en la Sentencia
responsable subsidiario para caso de insolvencia de la Empresa, caso Que
ésta misma niega que concurra, por lo que es razonable que, a falta de
firmeza de la Sentencia y a falta de tal presupuesto de insolvencia, el
Tribunal Central de Trabajo haya entendido que no fuera el INSS
responsable del pago de la prestación durante el recurso (pese a que
algunas otras normas, como el arto 126 del Reglamento de Accidentes de
Trabajo de 22 de junio de 1956 y Resolución de 31 de diciembre de 1960
de la Dirección General de Previsión, permitirían, tal vez, sostener la
tesis de que el mero hecho del impago de pensiones por el empresario
responsable obligarla ya al pago de las mismas por el INSS, que aquí lo
hace como organismo subrogado en las funciones del extinguido Fondo
de Garantía de Accidentes de Trabajo, aunque esta última no es más que
una tesis interpretativa implícita y válidamente rechazada por el criterio
que el Tribunal Central de Trabajo expone en el caso para la fase de
sustanciación del recurso de suplicación).

Es, por tanto, razonable entender, como hizo el TCT, que ni la
finalidad del requisito legal cabía estimarla cumplida con la seguridad o
estabilidad necesarias, ni podía la Empresa recurrente eximirse del
cumplimiento del requisito en cuestión y de la responsabilidad a ella
impuesta, beneficiándose de la conducta de hecho de otro codemandado
a modo de supuesto excepcional de inaplicación de los arts. ISO y 229
de la LPL

No cabe, por todo ello, apreciar vulneración del derecho fundamen­
tal ex arto 24.1 e.E., debiendo denegarse el amparo solicitado, sin que
la parte recurrente ni el Fiscal, a diferencia de lo ocurrido en el caso de
la STC 135/1987, alegue aquí que se les debiera haber concedido nuevo
plazo para efectuar la conSIgnación o asegurar el pago de las pensiones.
dado que la Magistratura, aun por error, aceptó el aval. Nada de eno se
alega ni se pide aquí, al ceñirse la recurrente a instar que se declare
admisible su recurso por haber cumplimentado el requisito. siendo
evidente, por otro lado, que la decisión de la Magistratura de instancia
era plenamente revisable por el Tribunal Superior. En todo caso el
otorgamiento de una posibilidad de subsanación está justificado cuando
el incumplimiento de los requisitos procesales tenga su origen en
omisiones o errores judiciales «que, al tiempo -advertía la STe
180/1987 en su fundamento jurídico 2.0

_ no pueda ser razonablemente
imputado a negligencia inexcusable de la parte», menos aún si media
UDa deliberada intención de incumplir el requisito, ocurriendo, como
aquí ocurre, que si bien la Magistratura erró al aceptar el aval, ello no
impide afirmar que el incumplimiento del requisito fue previo a tal error
y deliberado 0, al menos, negligente o descuidado en grado sumo.

Madrid, a treinta y uno de mayo de mil novecientos ochenta y
ocho.-Luis Díez-Pícazo y Ponce de León.-Firmado y rubricado.


